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WOLA  WASHINGTON OFFICE ON LATIN AMERICA
PRESENTACIÓN REALIZADA POR GASTÓN CHILLIER EN LA REUNIÓN DE EXPERTOS
GUBERNAMENTALES SOBRE LAS MEJORES PRÁCTICAS Y EXPERIENCIAS EN LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS CONTRA EL TERRORISMO,BAJO LA PERSPECTIVA DE LOS DERECHOS HUMANOS

12 DE FEBRERO DE  2004
Debo destacar primero la importancia para la OEA de mantener una reunión de estas características en las cuales se puedan escuchar e intercambiar buenas prácticas sobre la implementación eficaz de medidas contra el terrorismo a partir del respeto de las normas de los derechos humanos. Lamentablemente, en el contexto en el cual estamos viviendo, los derechos humanos y las libertades fundamentales suelen ser invocados, erróneamente, como obstáculos para implementar medidas exitosas contra actos terroristas. 

Los atentados terroristas perpetrados en septiembre de 2001 en Nueva York y Washington han alertado acerca de la necesidad de articular políticas eficaces, tanto a niveles nacionales, bilaterales, regionales y globales, para garantizar las seguridad de los ciudadanos contra posibles actos terroristas. Los atentados de septiembre en el que murieron mas de 3000 personas han cambiado dramáticamente la escala y las formas de las amenaza terroristas. WOLA condena decididamente esos actos como cualquier acto que por medio del terror afecte los derechos, los bienes de las personas o las instituciones democráticas. 

Sin embargo, los actos de terrorismo, la violencia y las amenazas que estos actos generan para la sociedad americana no es un fenómeno nuevo para el hemisferio. Por el contrario y, lamentablemente, ha sido parte de la historia reciente de muchos países de la región. En América Latina, el terrorismo no sólo ha afectado gravemente los derechos fundamentales de la sociedad o de grupos particulares sino que también ha socavado las instituciones democráticas. 

Desafortunadamente, los remedios adoptados por los gobiernos de aquel momento, en su mayoría regímenes militares, fueron mucho peor que la enfermedad. Así, medidas compartidas y aplicadas por una gran cantidad de gobiernos de la región han dejado un trágico saldo de miles de desapariciones forzadas, ejecuciones extrajudiciales y sumarias, torturas, detenciones arbitrarias, violaciones al debido proceso legal, violación a la intimidad personal, violación a la libertad de expresión y la lista es aún más larga. Por otro lado, también han dejado democracias extremadamente débiles que todavía luchan por fortalecer sus instituciones. En muchos casos, éstas prácticas llevadas a cabo en forma sistemática como una política de los gobiernos adoptaron las formas de terrorismo de estado. Sin ninguna duda, una mirada retrospectiva nos indica que una de las principales causas de este balance por demás negativo fue el avasallamiento en forma sistemática de las normas de derechos humanos. El informe de la Comisión de la Verdad y Reconciliación de Perú publicado el año pasado advierte sobre el costo que tuvo para los derechos de las personas y para el estado de derecho la adopción de medidas contra el terrorismo durante el régimen de Alberto Fujimori.

Hice este recuento para afirmar la necesidad de tener en cuenta las experiencias pasadas y presentes de los países de la región con el fin de pensar y diseñar políticas que al mismo tiempo que sean eficaces para combatir el terrorismo, garanticen la protección efectiva de los derechos humanos de las personas. Nuestros países, y la OEA en particular que como organismo regional ha sido testigo de los avances y retrocesos en materia de derechos humanos, tienen el deber y la ventaja de poder mirar atrás para aprender las lecciones del pasado y no repetir los mismos errores.  

Digo todo esto porque, no pocas veces, al mirar algunas de las situaciones presentes no es posible evitar una amarga sensación de deja vou. De estar viviendo situaciones en las cuales, con el pretexto de la excepcionalidad de la amenaza del terrorismo, se pone en peligro la vigencia de los derechos humanos en la región. La promoción de legislaciones que afectan las libertades personales; condiciones de detención contrarias a las normas internacionales; normas que limitan o impiden el derecho a la defensa en juicio; o el acceso tribunales independientes; la definición vaga de conductas de terrorismo que no respetan el principio de legalidad o la aplicación de figuras penales que utilizan los conceptos de terrorismos para la represión de demandas sociales; el trato conjunto y en forma indiferenciada de crímenes de terrorismo con otros crímenes como el narcotráfico –asumiendo que existen casos en los que hay una relación entre estos dos-, la intervención de las fuerzas armadas en cuestiones de seguridad pública, propias de las fuerzas de seguridad, etc. 

Una de las funciones de las organizaciones de derechos humanos es alertar a la comunidad ante la inminencia de hechos que pongan en peligro los derechos de las personas. 

Los países que integran el sistema de la OEA cuentan con un marco interamericano sólido para la protección de los derechos humanos en el contexto de la promoción de medidas antiterroristas. Por una lado se encuentran todos los tratados derechos humanos y la declaración de los derechos y deberes del hombre. Al mismo tiempo, la Carta democrática establece la vigencia plena de los derechos humanos como condición necesaria para una democracia. La reciente Declaración de Seguridad igualmente deja en claro que no es posible combatir las amenazas, sean tradicionales o nuevas, sin respetar los derechos humanos y el derecho internacional humanitario. 

Por ultimo, el articulo 15 de la Convención Interamericana contra el Terrorismo establece que “Las medidas adoptadas por los estados partes bajo esta Convención deben tener lugar con total respeto por el estado de derechos, los derechos humanos y las libertades fundamentales”.  

Por otro lado, el sistema también cuenta con los organismos como la Comisión y la Corte que cumplen un rol fundamental en la promoción y protección de los derechos humanos en la región. Precisamente, el valioso informe sobre Terrorismo y Derechos Humanos elaborado por la Comisión en el año 2002 es una muestra de la reacción rápida y eficaz de este organismo ante la posibilidad que la reciente declarada “guerra contra el terrorismo” contribuya una amenaza cierta a la vigencia plena de los derechos humanos.

Sin embargo, es necesario reconocer que en la tradición de muchos de los países de la región hay una diferencia, todavía importante, entre el reconocimiento legal de los derechos humanos y su protección efectiva. En ese sentido y, enfocándonos en este caso concreto a las problemática de terrorismo, distintas agencias gubernamentales encargadas del diseño o implementación de políticas antiterroristas soslayan los compromisos regionales o internacionales asumidos por los estados en materia de protección de derechos humanos. Peor aún, en otras ocasiones, los derechos humanos se ven como obstáculo a la eficacia de medidas adoptadas contra el terrorismo. 

Por el contrario, como surge de las experiencias relatadas al principio, considero que debe pensarse a los derechos humanos como herramientas indispensables en el fortalecimiento del estado de derecho. Este es un punto principal que, considero, la reunión debe tratar con el fin de arribar a la conclusión de que el fin no justifica los medios y los derechos humanos no deber ser mirados como el costo necesario para la implementación de medidas antiterroristas eficientes. 

En este sentido, me permito hacer una proposición muy concreta para que sea discutida durante esta reunión. Se trata de que la OEA elabore unas directrices que recojan los estándares internacionales en materia de protección de derechos humanos en relación con medidas adoptadas por los Estado para luchar contra el terrorismo. Estas directrices deberían surgir del informe la CIDH sobre Terrorismo y Derechos Humanos citado anteriormente. Estas directrices o lineamientos podrían ser aplicadas por los gobiernos de la región para diseñar e implementar políticas antiterroristas respetuosas de las normas de derechos humanos y derecho internacional humanitario. En el ámbito regional, el propio Comité Interamericano Contra el Terrorismo (CICTE) debería aplicarlas para cumplir con su rol función de cooperar y coordinar los esfuerzos de los gobiernos de la región en su lucha contra el terrorismo. La directrices que acá se proponen deberían ser aprobadas por la Asamblea General con el fin de otorgarles mayor legitimidad ante los estados miembros. Un modelo a tener en cuenta, y que podría servir de ejemplo, es el del Consejo Europa que el año pasado ha adoptado los lineamientos sobre “Derechos Humanos y la lucha contra el Terrorismo”.

Con la aprobación de las directrices, la OEA estaría cumpliendo con su rol para prevenir las violaciones a los derechos humanos y apoyar a los Estados en garantizar su debida protección. Por otro lado, los gobiernos evitarán luego ser sancionados por los organismos de protección de derechos humanos como la Comisión y la Corte. 

La elaboración de unas directrices en la línea propuesta aquí es una  forma concreta de darle contenido al articulo 15 de la Convención Interamericana Contra el Terrorismo citado anteriormente. Por otra parte, cumpliría cabalmente la función que el último borrador del proyecto de estatuto del CICTE –a ser aprobado por la próxima asamblea general- le otorga a dicho organismo. El artículo 13 inc. g del proyecto de estatuto citado establece como función del CICTE “Trabajar con los Estados Miembros, en consulta con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) con el objeto de promover el respeto del derecho internacional, incluyendo el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional humanitario y el derecho de los refugiados, en todas las acciones de los Estados Miembros encaminadas a la prevención, combate y eliminación del terrorismo”. 

Teniendo en cuenta que la Comisión de Derechos Humanos es el principal órgano encargado de la promoción de los derechos humanos, considero que debería tener un rol protagónico en la elaboración de estas directrices. 

Para finalizar mis palabras quiero expresar a los expertos y los representantes de los Estados la voluntad de WOLA, y creo que represento el sentir de muchas organizaciones de derechos humanos de la región, de participar en esta discusión con el fin de realizar aportes y contribuir a los esfuerzos de los Estados para garantizar la protección debida de los derechos humanos en la lucha contra el terrorismo. 
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